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	Multas a comercios sobrepasan los ¢25 millones

	Llueven oposiciones a aumentos en servicios públicos
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Educación
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Recientemente el Ministerio de Economía, Industria y Comercio ha dado a conocer su decisión de regular el precio  de todas las calidades de arroz, en un intento de frenar el faltante que existe de arroz 80/20, el más consumido en el país.





Esta decisión, que en primera instancia podría verse como beneficiosa para los derechos del consumidor esconde en realidad la poca transparencia y el aumento incesante del precio del grano regulado a partir de la promulgación de la ley que dio vida a la Corporación Arrocera Nacional.





La fijación del precio se hace rodeada de secretismo, sin que se permita a los consumidores o cualquier otro interesado incidir en el proceso; incluso el MEIC se ha opuesto a la aprobación del proyecto de Ley 16.281 el cual pretende que los procesos de fijación de precios sigan un trámite similar al que desarrolla la ARESEP para los servicios públicos.





La regulación del precio no ha ayudado al consumidor; incluso el costo del grano ha aumentado, desde el 2002, más de un 100% sobre la inflación acumulada, lo cual demuestra lo nocivo que ha sido la intervención del MEIC en este tema.





Para combatir el problema de inseguridad alimentaria que afronta el país, el Gobierno de la República debe llevar a cabo una política de estímulo  la producción agropecuaria aumentando la productividad del campo costarricense sin menoscabar los principios de libre competencia y defensa de los derechos de la población consumidora.





El Ministerio de Economía, Industria y Comercio inició a mediados del año anterior la discusión de un nuevo reglamento técnico que regularía la calidad e inocuidad del mercado de los embutidos.





Para ello se definió que los embutidos que serían regulados en el reglamento técnico serían el salchichón, la salchicha, la mortadela y el chorizo.





La discusión sobre el reglamento se extendió durante varios meses en el tanto existió una seria polémica entre Consumidores de Costa Rica y el sector embutidor representado por la Cámara Costarricense de la Industria Alimentaria (CACIA) y la Cámara de Embutidores sobre las características químicas de los productos.





En este contexto, se llegó a la conclusión de establecer un 11% de proteína total, del cual por lo menos el 51% debería ser proteína de origen animal, un 10% de carbohidratos y un  25% de grasa.





En materia de etiquetado el documento enviado a consulta pública nacional y de la Organización Mundial de Comercio establecía la obligatoriedad de indicar la proteína total, el porcentaje de grasa y de carbohidratos.





A pesar de lo anterior y de manera inexplicable, el Viceministro de Economía, Eduardo Sibaja ordenó, sin justificación plausible eliminar del etiquetado estos elementos atentando con ello contra el derecho de información a la población consumidora. Este caso se ha elevado ante la Defensoría de los Habitantes. 




















                               Consumidores de Costa Rica


                               ha llevado adelante un  


                               programa de seguimiento


                              a las peticiones de aumentos                               


                              tarifarios que los prestatarios de los servicios públicos presentan ante la Autoridad  Reguladora de los Servicios  Públicos.





En este contexto, peticiones de aumento como la presentada por el INCOFER para el trayecto Universidad Latina – Metrópolis III en Pavas fueron cuestionadas por Consumidores de Costa Rica en el tanto la demanda del servicio establecida por la empresa está subvaluada, con lo cual los costos de la actividad se diluyen en una demanda menor, lo cual incrementa la tarifa.





También al ICE


Consumidores de Costa Rica se opuso a la solicitud de aumento en el servicio de alumbrado público, generación y distribución eléctrica arguyendo, entre otros motivos, el desvío de recursos de inversiones para su uso en gastos administrativos y los superávits generados por falta de inversión.





Otras oposiciones enviadas se refieren a Busetas Heredianas en materia de autobuses.





                        Consumidores de Costa Rica ha 


                        mantenido un constante monitoreo del comercio  con el fin de denunciar las faltas que se


                       cometen a la ley 7472 de Promoción


                        de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor.





Este programa, que ha generado más de 50 denuncias ante la Comisión Nacional del Consumidor ya está dando sus primeros frutos.





Algunos de los comercios condenados son TOYS, CEMACO, Almacén Carmen, Importadora DECAVISA, Tiendas ALISS y Distribuidora Royal’s por no traducir las advertencias de los fabricantes en juguetes, Subway y Colegio Universitario Boston por publicidad engañosa.





Otros comercios condenados son Mac Donald’s  por problemas de etiquetado de preenvasados, la cadena de restaurantes Goyi y Soluciones Asiáticas por no indicar el precio final de los productos en los menús.





Las multas generadas superan los ¢25 millones cuyo destino es la Caja Única del Estado.





Consumidores de Costa Rica mantiene más de 30 denuncias activas ante la Comisión Nacional del Consumidor en temas que se refieren al interés general de la población consumidora.
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